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El legado de la dictadura

En Chile, los gobiernos de-
mocráticos desde 1990, re-
cibieron como legado de la 
dictadura cinco elementos 
fundamentales estrechamen-

te vinculados entre sí. En primer lugar, 
el clima de impunidad y de división entre 
los chilenos, principalmente, a partir de 
sus crímenes y violaciones de derechos 
humanos. En segundo lugar, una insti-
tucionalidad que consagra un régimen 
semi-democrático con un empate político, 
a través del sistema electoral binominal, 
entre las fuerzas identificadas con la he-
rencia de la dictadura y las fuerzas demo-
cráticas. Empate que se proyecta a todas 
las instituciones impidiendo su transfor-
mación, expresado principalmente en la 
Constitución, las leyes orgánicas consti-
tucionales y las de quórum calificados, el 
nombramiento de autoridades y miembros 
de diversas instancias del Estado (Corte 
Suprema, Tribunal Constitucional, Con-
sejo de Televisión, por citar sólo algunos 
ejemplos), todo lo cual impide la real ex-
presión de las mayorías y la soberanía 
popular. En tercer lugar, y como resultado 
de esta segunda herencia, por un lado, 
el predominio de poderes fácticos (Fuer-
zas Armadas, medios de comunicación, 
sectores empresariales, Poder Judicial, 
etc) y, por otro, la expansión de la fuer-
za político-electoral de la derecha, que 
de alrededor de un tercio de la votación 
durante la mayor parte del siglo XX, se 
consolidó a partir del plebiscito de 1988 
en poco menos de la mitad de los votos.  
En cuarto lugar, actores sociales, con la 
excepción de los sectores mencionados, 
debilitados tanto en su capacidad de ex-
presión propia como en sus vínculos con 
la política y el Estado. En quinto lugar, un 
modelo socio-económico preservado por 
esa institucionalidad que genera y repro-
duce desigualdades y concentraciones de 
poder y riqueza insuperables y que limita 
seriamente el papel dirigente, corrector y 
regulador del Estado.  

Los gobiernos de la Concertación

El Plebiscito de 1988, convocado para 
proyectar la dictadura, de acuerdo a la 
Constitución de 1980, puede ser definido 
como una elección fundante y tuvo como 
resultado inesperado por sus promotores 
el desencadenar la transición democráti-
ca. En ese momento, se canceló definiti-
vamente toda posibilidad de regresión au-
toritaria pese a las intenciones claramente 
no democráticas del pinochetismo civil 
y militar. Dicha transición terminó con el 
ascenso del primer gobierno democrático 

en Marzo de 1990, en la medida que, con 
posterioridad a esa inauguración, pode-
mos hablar de una democracia restringida 
o de proceso de democratización, pero no 
propiamente de transición. 

En los veinte años siguientes gobernaron 
cuatro presidentes de la Concertación de 
Partidos por la Democracia (coalición de 
centro izquierda formada por la Democra-
cia Cristiana, el Partido Socialista, el Par-
tido por la Democracia (PPD) y, de menor 
importancia, el Partido Radical Social 
Demócrata), dos demócratas cristianos 
(Patricio Aylwin 1990-1994; Eduardo Frei 
1994-2000) y dos socialistas-PPD (Ricar-
do Lagos 2000-2006; Michelle Bachelet 
2006-2010). Se resolvía así uno de los 
grandes problemas de la sociedad chilena 
en el siglo XX: la existencia de una imbri-
cación entre actores sociales y sistema 
partidario se había expresado al nivel de 
cada polo partidario del campo de cen-
tro izquierda, pero, con la excepción del 
Frente Popular de finales de los treinta, no 
se había expresado en una coalición de-
mocrática progresista que uniera centro e 
izquierda. Así, la decisión de integrar esta 
coalición puede definirse como el hecho 
o giro fundamental de la izquierda chile-
na en su historia contemporánea, porque 
además puso término a la problemática 
central que había definido a la izquierda 
como un proyecto socialista clásico ba-
sado en la alianza comunista-socialista, y  
significó también un vuelco en la historia 
política de la Democracia Cristiana que-
brando su tradicional tendencia al aisla-
miento y “camino propio”.

El proyecto histórico de la Concertación, 
más allá de sus expresiones programáti-
cas, consistía básicamente, además de 
consolidar una débil democracia conquis-
tada en el plebiscito y en la primeras elec-
ciones presidencial y parlamentaria, en 
superar las herencias constitutivas de la 
sociedad post-pinochetista generando un 
nuevo orden socio-económico y político 
que podríamos llamar la sociedad demo-
crática o del bicentenario. 

El primer gobierno democrático, de Pa-
tricio Aylwin, definió la tarea nacional en 
términos de “transición a la democracia” 
y apuntó hacia la idea de un “crecimiento 
con equidad”, manteniendo los equilibrios 
macro-económicos y buscando corregir 
los efectos sociales del modelo económi-
co. Asimismo, definió un método de nego-
ciaciones y acuerdos puntuales que llamó 
“democracia de consensos”. Lo cierto es 
que ya no se estaba en ninguna transición 
ni tampoco hubo, como indicaremos, ver-
daderos consensos. Pero, en todo caso, 
cualquiera sea la crítica que se haga a es-
tas definiciones por parciales o insuficien-
tes, hay que reconocer qué metas y orien-
taciones hubo y que, en términos de ellas, 
el gobierno avanzó, aunque parcialmente, 
en materias como la política de derechos 
humanos, reforma tributarias y lucha con-
tra la pobreza. 

Durante el segundo gobierno de la Con-
certación, pese a una muy buena perfor-
mance económica hasta 1997 y a los im-
portantes avances en términos de obras 
públicas y de reforma a la justicia y a la 
educación, y la promoción de una mesa 
de Diálogo en torno a la cuestión de los 
derechos humanos; en materia de pro-
yectos y orientaciones, de metas que 
movilicen energías sociales y culturales, 
el país no tuvo una clara conducción po-
lítica, y uno de los temas principales de 
su agenda, que fue la reforma del Estado, 
se quedó en los aspectos de eficiencia y 
de modernización de gestión sin entrar en 
transformación estructurales e institucio-
nales de fondo. 

En el gobierno de Ricardo Lagos, se re-
cuperó el liderazgo presidencial: la meta 
fue planteada en términos de ser un país 
desarrollado en el segundo centenario de 
la existencia como nación independiente. 
Sin embargo, tal meta, pese a los enor-
mes avances en materia de infraestruc-
tura, reformas sociales e inserción inter-
nacional, quedó lejos de conseguirse. 
La presidencia de Ricardo Lagos creó 
enorme expectativa en torno a un cambio 
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de época, especialmente porque en sus 
primeros mensajes habló de una nueva 
Constitución y no de una simple reforma, 
y porque él fue el artífice del discurso del 
bicentenario que nos vería llegar a una so-
ciedad desarrollada. Por otro lado, se pro-
dujeron grandes avances modernizadores 
y de democratización social, como el Plan 
AUGE en Salud y la visión de una so-
ciedad de derechos garantizados, la Co-
misión Valech para los casos de tortura, 
las obras públicas, y las respuestas a las 
primeras críticas de corrupción que lleva-
ron a comienzos de 2003  a las agendas 
de modernización del Estado, definidas 
básicamente en términos de eficiencia y 
transparencia, sin duda necesarias pero 
insuficientes. Desde un punto de vista 
político, las reformas constitucionales del 
2005, si bien eliminaron algunos enclaves 
autoritarios, como la inamovilidad de los 
comandantes en Jefe, los Senadores de-
signados, el papel tutelar de las Fuerzas 
Armadas, etc., contribuyeron a legitimar 
el modelo socio-económico implícito en 
la Constitución y no cambiaron el sistema 
electoral. Puede argumentarse que ello 
era lo único posible dado el carácter de 
la oposición de derecha; pero entonces la 
cuestión central era no haber cancelado el 
debate futuro sobre una nueva Constitu-
ción, dándole a tales reformas el carácter 

de Constitución del siglo XXI. Del mismo 
modo, se promovió el voto voluntario lo 
que es una contradicción con el principio 
republicano que el mismo gobierno de 
Ricardo Lagos encarnó con tanta fuerza, 
error que sería reconocido años después 
por el propio ex-Presidente.
 
El gobierno de Bachelet, cuya candida-
tura presidencial, contrariamente al mito 
que habría surgido de la ciudadanía, fue 
la última surgida consensualmente por 
los partidos de la Concertación sin dar 
origen a fraccionamientos como ocurrirá 
con la de Eduardo Frei en 2009; fue el pri-
mer gobierno paritario en el Ejecutivo de 
hombres y mujeres dirigido por una mujer 
en América Latina, y su duración fue sólo 
de cuatro años de acuerdo a las reformas 
constitucionales de 2005. La idea central 
fue la de un nuevo estilo, llamado “ciuda-
dano”. Éste, en la práctica, se definió por 
una agenda de medidas concretas, en-
marcadas en la propuesta de un sistema 
de protección que se materializaría espe-
cialmente en la reforma previsional pero 
que, al no lograr darle sentido al conjunto 
del accionar gubernamental, fue desbor-
dado por problemas que no estaban en la 
agenda, el más significativo de los cuales 
fue el movimiento estudiantil de la edu-
cación media. En todo caso, el gobierno 

de Bachelet hizo avances significativos 
en materia de protección social y agenda 
de género, mantuvo políticas macroeco-
nómicas y políticas sociales de carácter 
neoliberal con algunas modificaciones en 
general respondiendo a presiones y movi-
lizaciones sociales y paliando los efectos 
de la crisis internacional con los recursos 
ahorrados del cobre, creó instancias de 
expresión de la sociedad civil para resol-
ver conflictos y consensuar políticas pú-
blicas, insertó más a Chile en el contexto 
latinoamericano y dio pasos importantes 
en la resolución de la demanda boliviana 
de salida al mar. Pero el gobierno estuvo 
permanentemente atravesado por una 
tensión entre la ausencia de un proyecto 
u horizonte claro y una enorme sensibili-
dad para entender y acoger los problemas 
y demandas sociales que se van presen-
tando normalmente fuera de su agenda, 
y superar los conflictos inmediatos a que 
dan origen —aunque sin resolver defini-
tivamente el problema de fondo— lo que 
explica en gran parte su inédito apoyo 
popular. Por otro lado, por primera vez se 
produjeron escisiones importantes en la 
coalición de gobierno y, por primera, vez 
se perdieron las elecciones presidenciales 
de continuidad de la Concertación al ter-
minar su mandato.

Sierbo ambiguo, Jorge Dávalos, acrílico, 2011.
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La democratización incompleta

Recordemos que el discurso oficial ori-
ginal de la Concertación era, acertada o 
equivocadamente, el de un gobierno de 
transición que sería capaz de terminar 
con la dictadura, cambiar la institucionali-
dad heredada y corregir el modelo socio-
económico. Como ha sido reiteradamente 
señalado, fueron los enclaves autoritarios, 
es decir las herencias institucionales de la 
dictadura, su Constitución y la normativa 
derivada y los poderes fácticos militar y ci-
vil, los que establecieron principios de veto 
para reformas socio-económicas más pro-
fundas que generarían un nuevo modelo 
de desarrollo. La prioridad inicial se puso 
en la estabilidad económica, de modo que 
no genere inquietud en los sectores do-
minantes de la economía, en la oposición 
de derecha y en los militares. La idea de 
que se estaba en transición aseguraba 
que no podían arriesgarse reformas más 
radicales e integrales. Con todo, como el 
avance en los programas contra la pobre-
za, el crecimiento económico sostenido 
en comparación con la región, reformas 
educacionales y de salud, los derechos 
humanos, entre otros, además de los con-
tinuos éxitos electorales, generaron una 
cierta autosatisfacción que de tiempo en 
tiempo era sacudida por llamados de aler-
ta provenientes siempre de los sectores 
de izquierda, especialmente el Partido So-
cialista. El énfasis en esta crítica “desde 
dentro de la Concertación” era respecto 
de la mantención de las desigualdades, 
las relaciones laborales inequitativas, los 
temas pendientes de Derechos Huma-
nos en cuanto a la necesidad, no sólo de 
verdad sino de justicia, y terminar con el 
clima generalizado de impunidad que per-
duró hasta la detención de Pinochet en 
Londres, las reformas constitucionales 
y la incorporación de los nuevos temas 
como los étnicos, género, participación, 
y sólo marginalmente la transformación 
del modelo productivo y de desarrollo. En 
todo caso, la prioridad se daba a la pre-
servación de la coalición bajo el temor 
de regresiones de derecha o autoritarias, 
priorizando el criterio de unidad basado en 
la lealtad al gobierno y el fortalecimiento 
de la democracia. 

Los éxitos relativos de la democratización 
política chilena pagaron un costo que pue-
de apreciarse en los grandes problemas 
no resueltos, es decir, fracasos relativos 
debidos no a la naturaleza misma del pro-
ceso, sino a la acción de la oposición y a 
la propia conducción política. Así, la de-
mocratización política chilena fue exitosa 
en la medida que desplazó a la dictadura, 
impidió la descomposición de la sociedad 

al controlar las variables macro-económi-
cas, y aseguró un gobierno formado por 
la coalición democrática mayoritaria. Pero 
no puede hablarse de “transición ejem-
plar”  si se considera el largo tiempo que 
tomó la eliminación de enclaves autorita-
rios, algunos de los cuales, como la cons-
titución y el sistema electoral, persisten 
hasta hoy, y la calidad de este régimen 
democrático. Éste se caracteriza por la 
debilidad institucional democrática, la pre-
sencia de poderes fácticos y la debilidad 
de representación debido a las tensiones 
entre actores políticos y sociedad. Asimis-
mo, por la fragilidad de sus bases cultu-
rales, debido a la ausencia de consensos 
básicos, y a debilidades de la cohesión, 
unidad y dirección societal, debida a la re-
lativa ausencia de un fuerte poder estatal.
Se ha insistido mucho en el carácter con-
sensual de la transición chilena. Lo cierto 
es que lo que primó fue la ausencia de de-
bate sobre los grandes temas que definen 
la sociedad y las bases fundacionales de 
la democracia, compensado sólo por la 
ilusión del consenso. Éste, sólo existió, en 
realidad, para terminar con la dictadura. 
Lo que hubo después fueron acuerdos cir-
cunstanciales o concretos entre gobierno 
y oposición. Pero no podría, seriamente, 
llamarse a estos últimos “democracia de 
consensos”. No hubo real consenso  en 
temas básicos como derechos humanos, 
Constitución, bases  del modelo socio-
económico, organización político-adminis-
trativa, papel del Estado, etc.; lo que se 
explica, por un lado, por el veto de la mi-
noría política de la derecha y los poderes 
fácticos: organizaciones empresariales, 
grupos económicos que controlan los me-
dios de comunicación, las mismas Fuerzas 
Armadas hasta comienzos de la década 
del 2000, el Poder Judicial. Por otro lado, 
porque no hubo debate sobre los temas 
cruciales o este debate fue ahogado por 
las exigencias de estabilidad económica 
o política. Por último, porque siguió exis-
tiendo un trauma del disenso, el conflicto y 
la confrontación, a los que se demonizaba 
o patologizaba. Y esta política tuvo como 
efecto la proyección de la imagen pública 
de que concertación y oposición eran lo 
mismo, que todos son iguales y que todo 
se negocia instrumentalmente, con lo que 
se confirmaba la percepción de la política 
como puro juego de elites, aumentando la 
distancia de la gente, especialmente de 
los jóvenes con la política.

Así, la Concertación fue sin duda extrema-
damente exitosa. En primer lugar, electo-
ralmente, ganando todas las elecciones 
parlamentarias, municipales y presiden-
ciales (con la excepción de la primera 
vuelta presidencial de 2005, en la que la 

candidata Bachelet obtuvo menos vota-
ción que la suma de los dos candidatos 
de la derecha, aunque este resultado se 
revirtió en la segunda vuelta) y de la elec-
ción de alcaldes en 2009, antes de ser 
vencida en las elecciones presidenciales 
de 2010. En segundo lugar, en la admi-
nistración del gobierno, tanto en lo que 
se refiere a indicadores de crecimiento y 
desarrollo económico, como los de tipo 
social, con una tendencia sostenida a la 
superación de la pobreza, como en los de 
infraestructura y modernización, e integra-
ción mundial (pese a una debilidad en la 
dimensión latinoamericana que sólo más 
tardíamente intentó corregirse)

Pero el término de la transición no signi-
ficó que, junto a gobiernos plenamente 
democráticos, el régimen político y la so-
ciedad hubieran alcanzado la democracia 
propiamente tal. Se trató de una transición 
incompleta que dio origen a una democra-
cia restringida, cuyos defectos de origen 
sólo lograron superarse parcialmente. Los  
dos grandes déficit del período de la Con-
certación, son, por un lado, la instituciona-
lidad política cuyo eje es la Constitución 
y que permite el veto del sector civil de 
apoyo de la dictadura, la derecha política, 
y un modelo económico intrínsecamente 
desigualitario que impide la labor redistri-
butiva del Estado.

Nuestra hipótesis es que las razones de 
esta democratización incompleta se en-
cuentran principalmente en la férrea de-
fensa que hizo la derecha opositora a 
cualquier cambio fundamental en la insti-
tucionalidad y en el modelo socio-econó-
mico, para lo que contaba durante largo 
tiempo con mayoría en el Senado y con un 
sistema electoral y de quórum legislativo 
que le aseguraba un poder de veto. A ello 
hay que agregarle el papel de los medios 
de comunicación y de poderes fácticos de 
jure, como el Poder Judicial, el Tribunal 
Constitucional y las mismas FFAA hasta 
el 2003.

Pero hay también una responsabilidad en 
los gobiernos de la Concertación y en la 
misma coalición. Podemos señalar tres 
aspectos. 

Uno es lo que hemos llamado  “la trampa 
del éxito”, es decir, la percepción de que al 
hacerlo bien en una serie de materias que 
hemos enumerado, era mejor, para evitar 
riesgos electorales, no intentar resolver o 
resolver parcialmente temas que podrían 
generar o una radicalización de la opo-
sición o debates internos que atentaran 
contra la unidad de la coalición.
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El segundo es el sesgo ideológico respec-
to del modelo socio-económico, con una 
tensión permanente entre la orientación 
discursiva de corte más social demócrata 
y una dirección económica de corte libe-
ral. De la crítica radical en los 80, al punto 
de colocarlo al mismo nivel de perversión 
del régimen político, se pasó a una crítica 
parcial a sus efectos desigualadores, sin 
entender que, como dijo la OECD respec-
to de la educación, el modelo neo-liberal 
(al que se le dejó de llamar así) estaba 
construido para generar desigualdades y 
suprimir el papel del Estado, es decir, és-
tos no eran meros efectos sino objetivos 
buscados, por lo que su sola corrección, 
como efectivamente hicieron los gobier-
nos de la Concertación, podría morigerar 
pero no superar estos rasgos intrínsecos. 

Por último, una defectuosa relación parti-
dos-gobierno, de la que ambos son res-
ponsables, que llevó a la ausencia del de-
bate y diálogo que respetara la lógica de 
cada cual y que permitiera a los partidos 
elaborar sus propias visiones para lue-
go concordar con los gobiernos. Si hubo 
una lógica predominante, ella no fue ni 
la propia de los partidos ni la del diálogo 
gobierno-partidos, sino la estrictamente 
gubernamental. Porque, en general, des-
de los gobiernos se clausuró el debate de 
la Concertación, exigiendo lealtad a todas 
las medidas se hubieran o no, consen-
suado entre ambos. A su vez, desde la 
Concertación no existieron las estructuras 
de elaboración y diálogos transversales, 
como existieron en la época de conforma-
ción de la alianza durante la dictadura que 
pudieran elaborar y debatir visiones y pro-
yectos, para que luego las instancias polí-
ticas de los partidos, de la  Concertación y 
del gobierno tomaran las decisiones. 

La herencia no superada: desigualdad e 
institucionalidad política.

La sociedad de los gobiernos democráti-
cos concertacionistas estaba atada a la 
sociedad de la dictadura por dos cadenas 
o enclaves: por un lado, el modelo socio 
económico o modelo neo-liberal, con pa-
pel hegemónico del mercado en los diver-
sos ámbitos de la vida social y rol subsi-
diario del Estado y profunda desigualdad 
estructural, y, por otro, el modelo político 
institucional, expresado, principal aunque 
no exclusivamente, en la Constitución 
de 1980 y cuya razón última era impedir 
cambios significativos en el modelo socio 
económico.

La desigualdad, principalmente expresa-
da a través de la concentración y distribu-
ción de ingresos, junto al papel predomi-

nante del mercado y un Estado debilitado 
y subsidiario constituyen las dos heren-
cias principales en el plano socioeconómi-
co del modelo neoliberal implantado bajo 
la dictadura militar. Chile era el segundo 
países de América Latina en igualdad de 
distribución de ingreso a comienzos de 
la década del setenta y el segundo en 
desigualdad en los noventa. La alta des-
igualdad es resultado principalmente del 
empeoramiento de la distribución desde 
el momento de los ajustes a mediados de 
la década del 70. 

 Según datos corroborados por la CEPAL, 
en el año 2006, Chile se encontraba entre 
los países con altos niveles de concentra-
ción del ingreso, manteniéndose “entre el 
grupo de países con alta concentración de 
ingreso entre 1990-1992” (CEPAL, 2006). 
Por su parte, en la investigación encar-
gada por el Consejo Presidencial para el 
Trabajo y Equidad creado por el gobier-
no de Michelle Bachelet, se señala que, 
según varios coeficientes, Chile es uno 
de los países con peor desigualdad en la 
distribución del ingreso en América Latina 
e incluso del mundo. Según el coeficiente 
de Gini estimado, Chile ocupaba el lugar 
decimotercero en la peor distribución del 
ingreso entre 40 países medidos.

Pese a la disminución dramática de la 
pobreza heredada de la dictadura, desde 
cerca del 40% a un 15%,  durante los go-
biernos de la Concertación, los datos em-
píricos evidencian que en el periodo con-
certacionista la desigualdad relativa de la 
distribución del ingreso por quintiles no 
varió significativamente. Y esta desigual-
dad se reproduce en todos los campos de 
la vida social como la educación, la salud, 
el sistema previsional y también al campo 
de la participación política. Si bien el tema 
atravesó muchos debates de la Concerta-
ción e incluso en la campaña de la primera 
vuelta de Ricardo Lagos se apeló signifi-
cativamente a ello, predominó la visión de 
la igualdad de oportunidades o de la equi-
dad que llevaba a políticas focalizadas de 
corrección del mercado, subsidios o  au-
mento del gasto social pero sin reformas 
estructurales redistributivas. 

Y esta desigualdad constitutiva del mode-
lo socioeconómico estaba respaldada por 
el modelo político heredado. En efecto, 
como hemos indicado, la transición desde 
la dictadura de Pinochet desencadenada 
con el plebiscito de 1988, dio como resul-
tado una democracia incompleta, pues su 
institucionalidad fue en gran parte impues-
ta por la dictadura, por lo que estaríamos 
frente a gobiernos elegidos de manera 
legítima y vigencia de libertades públicas, 
pero difícilmente el régimen institucional 
podría ser calificado como democrático. 

Es cierto que esta afirmación contradi-
ce la ilusión sobre la democracia chilena 
expresada en los diversos rankings inter-
nacionales y calificada, por muchos, de 
transición ejemplar. Ello porque el rasgo 
básico de la democratización política chi-
lena sería una tensión entre, por un lado, 
la herencia de un marco socio-económico 
e institucional que da lugar a los aspectos 
deficitarios de la democracia y de su des-
empeño y, por otro, la existencia inédita 
de una sólida coalición política, la Con-
certación de Partidos por la Democracia 
que explicaría, sobre todo, los aspectos 
positivos. En dicha tensión juega un papel 
central la Constitución política impuesta 
por la dictadura en 1980 en un plebisci-
to fraudulento. Estamos en presencia del 
único caso en el mundo de una Constitu-
ción dictada bajo una dictadura militar que 
rige en un régimen democrático. 

El núcleo básico de la Constitución era 
generar un sistema político que garanti-
zara un empate en el Congreso entre las 
fuerzas herederas de la dictadura y las 
fuerzas democráticas, a través del siste-
ma electoral binominal, y un poder de veto 
de la minoría a través de leyes de quórums 
calificados. Esta fórmula que permite la 
imposición de la voluntad de la minoría, 
contraria a todo principio democrático, ga-
rantizaba la intangibilidad del modelo eco-
nómico social y del propio sistema político.

Este núcleo constitucional fue defendi-
do cerradamente por la derecha que se 
opuso a todos los intentos de cambio del 
sistema electoral y de otros principios 

Nuestra hipótesis es que las razones de esta democratización 
incompleta se encuentran principalmente en la férrea defensa 
que hizo la derecha opositora a cualquier cambio fundamental en 
la institucionalidad y en el modelo socio-económico, para lo que 
contaba durante largo tiempo con mayoría en el Senado y con 
un sistema electoral y de quórum legislativo que le aseguraba un 
poder de veto.
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consagrados en ella. Las negociaciones 
llevadas a cabo para lograr cambios cons-
titucionales culminaron en el gobierno de 
Lagos en 2005, con una reforma que no 
eliminó ni reemplazó este núcleo. Aunque 
senadores nominados y vitalicios fueron 
suprimidos al igual que el papel tutelar de 
las fuerzas armadas a través del Consejo 
de Seguridad Nacional, y otros aspectos 
fueron también derogados, la reforma de 
Lagos no se pronunció sobre el sistema de 
elección binominal, aunque lo bajó de ran-
go constitucional a ley de quórum califica-
do. Pero, como indicáramos, lo más grave 
al respecto es que al cambiar la firma de 
Pinochet por la de Lagos, quien proclamó 
la inauguración de una nueva Constitu-
ción, se clausuró el debate constitucional 
sin que el pueblo chileno pudiera tener un 
verdadero “momento constitucional”. 

En síntesis,  el proyecto de la Concertación 
se agotó sin que hubiera culminado o se 
hubiera completado. Y ese proyecto era la 
democratización del país. Si bien se con-
quistó una democracia política y se termi-
nó con la dictadura y se corrigió un modelo 
económico, no se  dio el salto a la época del 
bicentenario: no se superó la institucionali-
dad heredada ni el modelo de desigualdad. 
Y si no se hizo, fue en parte importante por 
la resistencia de la derecha y también, en 
parte, por fallas de la propia Concertación 
que llevaron a descuidar el proyecto y a 
privilegiar la disputa interna por posiciones 
del poder, con lo que se fue descuidando 
el estilo y generando descontento y distan-
ciamiento sin un proyecto alternativo.

Nada de lo anterior impide reconocer que, 
en un balance general, el mayor aporte de 
la democratización chilena en perspectiva 
comparada fue la Concertación de Parti-
dos por la Democracia, es decir, la coali-
ción de centro e izquierda que expresaba 
todo el aprendizaje de lo que había sido la 
política chilena antes de la dictadura y en 
la lucha contra ella.

La transformación de la política

A lo largo de este período, la política expe-
rimenta dos grandes cambios en relación 
al modelo clásico predominante en el siglo 
XX. 

Por un lado, en Chile, a diferencia de 
otros países de América Latina, se man-
tuvo vigente durante las dictaduras, en 
los procesos de democratización y en el 
nuevo régimen democrático, un sustrato 
político cultural o paradigma en el que se 
enmarcaban los comportamientos socio-
políticos y a los que nos hemos referido 
en otra parte de este trabajo. Durante la 

dictadura, este sustrato se mantuvo pero 
a él se agregó otro componente que fue 
la división autoritarismo-democracia. De 
modo que durante todo el período demo-
crático se ha mantenido este paradigma 
o sustrato compuesto, por un lado, por 
una identificación política clásica con la 
derecha, centro e izquierda y los partidos 
que la expresan y, por otro lado, por  el 
juicio frente a la dictadura expresado en 
el plebiscito  de 1988 (el SI y el NO). En la 
década del 90 se produce un primer cam-
bio en el modo como opera este sustrato 
en la medida que deja de ser el referente 
para todos los ámbitos de la vida social y 
se reduce al ámbito estrictamente político, 
donde sigue siendo el referente principal. 
Es decir, la política deja de ser el eje ver-
tebrador de toda acción colectiva,  aun-
que, a diferencia de otros países, hay un 
sustrato político, cultural que sigue siendo 
clave en el sistema político propiamente 
dicho, es decir, en las elecciones.

Por otro lado, ello se expresa en el doble 
sistema de partidos vigente en los veinte 
años de democracia. Se trata, a la vez, de 
un sistema bipartidario, reforzado además 
a través del sistema binominal, que repro-
duce el conflicto autoritarismo-democra-
cia. Pero también existe la reproducción 
de un sistema multipartidario (dos partidos 
en la derecha, un partido o dos de centro, 
dos partidos de centro izquierda, y ade-
más un partido, el PC, y otras fuerzas de 
izquierda fuera de la Concertación y que 
han sido excluidos del sistema político, al 
menos hasta la última elección parlamen-
taria, o no cuentan con la representación 
proporcional a su fuerza electoral y so-
cial). En el último tiempo se ha produci-
do, además, la escisión de partidos de la 
Concertación que ha llevado a la creación 
de pequeñas fuerzas partidarias de futuro 
incierto.

Es probablemente la convergencia de am-
bos aspectos los que están en la base de 
la dificultad de renovación de la política y 
de emergencia de un nuevo paradigma de 
la acción social a la que nos referiremos 
más adelante, en la medida que, junto a 
los procesos de individualización, los ac-
tores sociales clásicos no se sienten ex-
presados en partidos encerrados en un 
sistema político congelado y los actores 
sociales nuevos no pueden transformarse 
efectivamente en los nuevos sujetos po-
líticos. 

Las elecciones de 2010 y el ascenso de 
un gobierno de derecha

Con las elecciones presidenciales de ene-
ro de 2010 y el triunfo de la coalición opo-

sitora de derecha, se cierra la época de los 
gobiernos de la Concertación. Pero el ciclo 
político iniciado en 1990 se había agotado 
antes, en la medida que, a pesar de los 
grandes avances y transformaciones in-
troducidas en la sociedad, la Concertación 
no había logrado completar su proyecto 
democratizador (institucionalidad y mode-
lo económico heredado) y tampoco había 
sido capaz de generar otro proyecto que 
permitiera el salto a la sociedad del bicen-
tenario. Ello se expresó en que la elección 
presidencial de la primera vuelta se dio 
en el mismo escenario del plebiscito de 
1988, excepto para el campo electoral de 
la Concertación que estuvo dividido entre 
el candidato oficial y un candidato que, sin 
un proyecto alternativo claro, expresaba 
el descontento a una política que se con-
sideraba desgastada. La recuperación de 
este electorado no alcanzó a completarse 
en la segunda vuelta y las cifras ratifican 
que la elección, más que ganada por la 
derecha, fue perdida por la Concertación, 
en la medida que la primera no aumentó 
significativamente su votación respecto de 
elecciones precedentes.

Los cambios que había experimentado la 
sociedad chilena bajo los gobiernos de la 
Concertación no se reflejaron sino margi-
nalmente en el comportamiento electoral, 
pero ese margen fue suficiente para pro-
ducir un cambio político profundo. Como 
hemos dicho, este cambio marginal en el 
electorado puede ser explicado a partir 
del surgimiento de un nuevo paradigma 
de comportamiento socio-político que, si 
bien reducido, penetra a un cierto sector 
de la población y permea también a ca-
pas que, sin sustituir el antiguo paradigma 
o sustrato tradicional o clásico, lo altera 
o contamina parcialmente, debilitándolo. 
Este nuevo paradigma está vinculado al 
proceso de descomposición de la clase 
media y su reemplazo por una multiplici-
dad de estratos y grupos de alta movilidad 
que piensan sus vidas, no a partir de es-
tructuras, proyectos e instituciones, sino 
de oportunidades individuales y sus capa-
cidades personales. Ello está relacionado 
con el fenómeno de descategorización (la 
pertenencia a un categoría social deja de 
fijar las orientaciones y pautas de conduc-
ta), desolidarización (pérdida de identifica-
ción con causas y grupos o personas más 
allá del entorno cercano) e individualismo 
(los otros vistos no como sujetos con sus 
propios proyectos, sino en referencia a un 
proyecto individual). La sociedad o el país 
es un puro espacio de oportunidades, por 
lo que no interesa cambiarlo o transfor-
marlo en lo que no sea la satisfacción de 
las necesidades y aspiraciones propias. 
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Así, la política pierde su sentido de visión 
general e instrumento de transformación 
(o conservación) y pasa a ser juzgada por 
su capacidad de satisfacer las demandas 
particulares, pero también con un criterio 
de utilidad o eficacia, o de estándares me-
diáticos y de éxito. Para este nuevo pa-
radigma no importan criterios que fueron 
tan significativos en las clases medias chi-
lenas, como su rechazo a la oligarquía y 
a la plutocracia o a la excesiva riqueza; 
y los gobiernos pasan a ser juzgados, no 
por sus proyectos, sino por su gestión.
 
Insistamos que este nuevo paradigma no 
es el predominante, sino que se instala 
en determinados sectores generando un 
electorado, minoritario pero significativo, 
que en elecciones a dos bandos define 
una elección. Si estuviéramos en presen-
cia de un paradigma nuevo generalizado, 
no podría entenderse la estabilidad de las 
votaciones en el actual padrón electoral. 
La incorporación masiva de nuevos elec-
tores con la inscripción automática, en el 
caso de producirse, mostrará hasta qué 
punto se hace predominante el nuevo pa-
radigma o prevalece el sustrato político 
cultural clásico.

Pero sería un error pensar que sólo hay 
la emergencia de un nuevo paradigma de 
la acción política. También en el sustra-
to clásico, que predomina en la inmensa 
mayoría de los chilenos y que muestra a 
la sociedad dividida en dos bandos, cris-
taliza un cierto clima de descontento con 
la política, en parte por frustración de ex-
pectativas, en parte por el modo como los 
medios de comunicación desprestigian la 
política, en parte por problemas derivados 
del comportamiento de la clase política y 
en parte, también, por contaminación con 
elementos del nuevo paradigma. Aquí 
no hay nuevo paradigma, ni rechazo de 
la política en sí misma, sino crítica a los 
mismos actores con que se identifican los 
votantes del sustrato tradicional. 

Los nuevos proyectos políticos

Quizás el efecto más importante del sur-
gimiento de este nuevo paradigma, mayor 
que el electoral, es que él constituye la vi-
sión que el presidente electo ha querido 
imponer en la derecha y en la sociedad 
chilena. La idea de una política que supe-
ra temas del pasado y que rechaza divi-

siones ideológicas, no sólo es funcional 
a este nuevo paradigma, sino también a 
la necesidad de distanciarse del sustrato 
político predominante en la derecha (el 
legado del autoritarismo y que lo expresa 
la UDI). Lo que intenta Piñera es el fin de 
la política y su reemplazo por la gestión 
de gobierno. Pero, reconocer la existen-
cia de esta propuesta no significa que ya 
es una tendencia consolidada; no hay 
nada en el electorado básico de la dere-
cha que permita afirmarlo, es una apuesta 
de quien no es expresión de su sustrato  
político sino sólo de una de sus vertien-
tes. Recordemos que la derecha chilena 
históricamente tiene una impronta autori-
taria y otra oligárquica o plutocrática. Pi-
ñera no se identifica con la primera, aun-
que sí con la segunda. De modo que, en 
el gobierno de derecha triunfante en las 
elecciones de 2010, hay una pugna per-
manente entre las fuerzas más ligadas al 
pasado autoritario que constituyen la ma-
yoría parlamentaria de la coalición, que 
gobierna desde marzo del 2010, y el pre-
sidente que busca imponer su idea de un 
gobierno más amplio que no retroceda en 
los avances democráticos hechos por la 
Concertación, sino que, como lo afirmara 
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en su campaña, “lo haga mejor”. Ello haría 
triunfar el paradigma del fin de la política, 
lo que parece improbable. 

Desde el punto de vista de la oposición al 
gobierno de Piñera, lo que ha estado en 
cuestión es la capacidad de constituir una 
fuerza que exprese al sustrato de la gran 
mayoría sociológica de centro izquierda 
del país (al menos el 55% del electorado, 
como lo mostró la primera vuelta presi-
dencial). Esto implica tres cuestiones. En 
primer lugar, reconstituir un proyecto ideo-
lógico-político que exprese a esta mayo-
ría sociológica. En segundo lugar, está la 
cuestión de los actores políticos que en-
carnen este proyecto, lo que tiene que ver 
con el futuro de la Concertación. En tercer 
lugar, y éste es un hecho inédito en el pe-
ríodo democrático, todo ello debe hacerse 
desde la oposición al gobierno.

En relación a un proyecto que exprese un 
horizonte de centro e izquierda, lo primero 
es reconocer lo que hemos señalado res-
pecto al carácter incompleto del proyecto 
democratizador de la Concertación en los 
dos puntos ya mencionados: nueva ins-
titucionalidad y generación de un nuevo 
modelo de desarrollo productivo y redis-
tributivo que ponga a la igualdad como el 
eje central. Pero la formulación de un nue-
vo proyecto que incorpore estas metas no 
realizadas, enfrenta hoy un dilema sobre 
cómo se concibe un proyecto político que 
debe ser fundado o refundado. Una pri-
mera manera  de pensar un proyecto es 
cómo se satisfacen las necesidades e in-
tereses de individuos y  grupos sociales o 
los  pisos mínimos para todos. Y para eso 
se hacen encuestas y se establecen una 
serie de medidas que hay que exigir a un 
gobierno y para las cuales hay que elabo-
rar un conjunto de propuestas programáti-
cas, con lo que necesariamente la política 
se remite a una cuestión de gobierno y 
tecnocracia. La otra, es pensar a partir de 
una crítica a la sociedad, donde la política 
tiene la misión de cambiar la sociedad. 

Una crítica a la sociedad, más allá de una 
crítica a la gestión y a la actividad política, 
enfrenta, a su vez, dos problemas. Pri-
mero, desde dónde se hace, a partir de 
qué teoría o visión de ella, cuando hoy 
no existen teorías críticas que permitan 
pensar utopías a partir de un eje central 
(como eran el socialismo desde la izquier-
da, o el neo-liberalismo desde la derecha, 
o incluso la democracia desde el centro y 
la izquierda en épocas dictatoriales). Se-
gundo, el nuevo paradigma de la política 
que busca imponerse encuentra eco en 
una población en la que grandes sectores 
no quieren cambiar la sociedad, les gusta 

como es y sólo quisieran acceder a todos 
los bienes que ofrece, sin importarles el 
sentido general de la vida en comunidad 
política.

De modo que, la primera cuestión a re-
solver es en torno a qué idea central e 
irrenunciable se piensa una propuesta de 
centro e izquierda. Para ilustrar, pense-
mos en la similitud —no de contenido sino 
de situación— con lo que fue la experien-
cia original de la Concertación y, más aún, 
de la renovación socialista, cuyo producto 
final fue la Concertación. Se trataba de 
resolver, a la vez, la cuestión de un pro-
yecto para el campo de la oposición a la 
dictadura y de unificar y reestructurar una 
oposición política dispersa. La idea de de-
mocracia y de su transición surgió como la 
idea central unificadora en torno a la cual 
se llevó a cabo el proceso propiamente de 
reorganización partidaria. El surgimiento 
y desarrollo del proyecto de la Concerta-
ción fue paralelo a la recomposición de 
los partidos y renovación de su liderazgo. 
Se trató de un proceso complejo y, si uno 
mira el modo cómo se han constituido los 
proyectos políticos en Chile, encontrará 
similitudes: confluencia de actores y parti-
dos políticos que deben comenzar proce-
sos internos de recomposición, a veces de 
divisiones, a veces reunificaciones, gene-
ración de nuevos referentes, junto con la 
generación de múltiples espacios de en-
cuentros, investigaciones, foros y —ahora 
indispensable— de comunicación mediáti-
ca. Se trata de un proceso de movilización 
de ideas y debates en todos los niveles, 
como ocurrió en la década del ochenta en 
situaciones más difíciles pero quizás más 
propicias por lo acuciante y la épica del 
momento.

Es evidente que en el campo de centro iz-
quierda existen sensibilidades e ideas que 
combinan las clásicas utopías de igual-
dad, libertad y solidaridad, y que su refe-
rencia tiende a ser la social-democracia. 
Pero también es cierto que todo ello no ha 
cristalizado aún en una nueva idea cen-
tral que dé sentido a la diversidad de pro-
puestas con que hay que enfrentar la vida 
política diaria y las demandas de la gente. 
Porque un proyecto está hecho tanto de 

ideas que exigen un masa crítica de ela-
boración y debate, como de aspiraciones 
a las que responder, al que hay que cons-
truirles un relato que les dé sentido colec-
tivo, lo que remite a la capacidad de repre-
sentación, la que, a su vez, refiere a las 
reformas políticas y a los actores políticos.

Actores políticos y el futuro de la centro-
izquierda en un escenario de oposición

El campo político que expresa al espec-
tro sociológico del centro y la izquierda 
en Chile, ha estado ocupado en más de 
veinte años por la coalición gubernamen-
tal de centro-izquierda, la Concertación de 
Partidos por la Democracia (conformada 
por la Democracia Cristiana, Partido Radi-
cal Social Demócrata, Partido Socialista y 
Partido por la Democracia), el Partido Co-
munista —eje de la coalición Juntos Pode-
mos— y otros partidos de izquierda, como 
el Humanista. También podría considerar-
se parte de este campo, desde el centro, 
al Partido Regionalista Independiente y, 
más a la izquierda, la mayor parte de los 
sectores que apoyaron la candidatura de 
Marcos Enriquez-Ominami, aunque no se 
sabe aún de su permanencia como refe-
rente orgánico. A lo que hay que agregar 
una enorme cantidad de actores sociales 
y personas independientes que se definen 
de centro o izquierda

Sin duda que el actor político central de 
este campo y también del país ha sido la 
Concertación. Pero, el hecho de que sus 
dos ejes básicos —la lucha contra la dic-
tadura y los gobiernos democráticos que 
encabezó— pertenescan al pasado, hace 
surgir la duda sobre su futuro. Para algu-
nos, el hecho de la desaparición de estos 
dos ejes permite afirmar que la Concer-
tación ha muerto. Para otros, se trata de 
renovarla a partir de la oposición a Piñe-
ra y al pacto parlamentario. Unos hablan 
de refundación y otros de su ampliación a 
nuevas fuerzas.

Lo que está en juego, a nuestro juicio, 
es la constitución política del campo so-
ciológico del centro e izquierda. Sectores 
que apoyaron a Marco Enriquez-Ominami 
apuntan a crear un nuevo referente par-

Así, la política pierde su sentido de visión general e instrumento 
de transformación (o conservación) y pasa a ser juzgada por su 
capacidad de satisfacer las demandas particulares, pero también 
con un criterio de utilidad o eficacia, o de estándares mediáticos 
y de éxito.
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tidario que se constituya en el nuevo eje 
de este campo. La candidatura de Jorge 
Arrate y Juntos Podemos apuntaron a 
reconstituir el eje clásico de la izquierda 
clásica como primer paso para una alian-
za más amplia. En la Concertación no ha 
habido explícitamente una definición de 
cómo actuarán en el nuevo escenario po-
lítico, las tendencias principales son bus-
car la renovación interna de los liderazgos 
partidarios considerados fracasados por la 
última elección presidencial y parlamenta-
ria, y también, en algunos casos, constituir 
un referente generacional que, además de 
ocuparse de sus propios partidos, asuma 
la refundación de la Concertación sin que 
esté explícito cuáles serían sus compo-
nentes. En el último tiempo ha habido im-
portantes acercamientos  entre el Partido 
comunista y sectores de la Concertación, 
no sólo electorales sino en la perspectiva 
de un próximo gobierno. 
  
Un nuevo proyecto para el centro y la iz-
quierda debe elaborarse en forma trans-
versal, a través de múltiples instancias en 
que participan los actuales partidos, los 
nuevos referentes que se constituyan, con 
presencia de actores sociales y el mundo 
cultural e intelectual. Políticamente, es 
posible pensar en un espacio de geome-
tría variable, con alianzas y subalianzas, 
en que cada sector se sienta cómodo. No 
pareciera adecuado prescindir de la exis-
tencia de la Concertación. Sigue siendo el 
sector mayoritario política, institucional y 
socialmente (al menos la suma de los par-
tidos) del campo de centro izquierda, y tie-
ne una fuerza sociológica superior quizás 
a su prestigio político. Es el conglomera-
do que tiene mayor diversidad ideológica, 
en la medida que incorpora también a los 
sectores progresistas social cristianos. 

Es cierto que éste es un elemento que 
produce reacción negativa en determi-
nados ámbitos de la izquierda, pero si el 
mundo social cristiano quedara fuera del 
campo político de la centro-izquierda, su 
electorado sería presa de la cooptación 
de derecha. Del mismo modo que, si la 
izquierda clásica y nuevos referentes de 
izquierda neo-modernos (parece discuti-
ble el término post moderno) deben tener 
su espacio en la fuerza de centro izquier-
da, también lo debe tener el progresismo 
de origen cristiano. Dicho de otra mane-
ra, la construcción de una fuerza política 
de centro-izquierda tiene varios ejes, uno 
de los cuales, y solo uno de ellos, aunque 
para algunos imprescindible, es la Con-
certación, por lo que la renovación de sus 
partidos y su refundación deben hacerse 
en esta perspectiva.

La relaciones entre política y sociedad. 
¿Hacia una refundación?

Pero no basta con pensar solo en la reor-
ganización político partidaria porque esta-
mos frente a una mutación fundamental.
  
La gran cuestión que se plantearon las 
sociedades latinoamericanas simultánea-
mente  con las transiciones, o después de 
las transiciones a la democracia, fue cómo 
se reconstituían las relaciones entre Esta-
do y sociedad habiéndose derrumbado la 
que se estableció a comienzos o media-
dos del siglo XX, según los países. 

En efecto, las radicalizaciones y polariza-
ciones de los 60, la percepción del ago-
tamiento del modelo de desarrollo hacia 
adentro o industrialización sustitutiva de 
importaciones con fuerte participación del 
Estado, la implantación en diversos gra-
dos del modelo neo-liberal y los procesos 
de globalización, desarticularon las rela-
ciones entre Estado y sociedad caracteri-
zadas por el predominio de la política en la 
constitución de los actores sociales y por 
el papel central del Estado como referente 
de la acción colectiva. En algunos casos 
la política era de tipo más personalizada y 
de relación directa del líder o caudillo con 
el pueblo, y en otros casos, ella era más 
institucionalizada a través de la articula-
ción de los partidos con las organizacio-
nes sociales.

El caso chileno, como hemos indicado 
muchas veces, correspondía al segundo 
modelo, es decir, a una imbricación entre 
partidos y movimientos sociales, como 
lo muestran el movimiento sindical, estu-
diantil y campesino, cuyas elecciones de 
dirigentes seguían el patrón de las orien-
taciones o militancias partidarias, y como 
lo han mostrado diversas investigaciones 
sobre el papel de los regidores y parla-
mentarios y su articulación. Los partidos 
llegaron así a ser mucho más que organi-
zaciones políticas parciales o instrumenta-
les, y adquirieron el significado de verda-
deras sub-culturas y fuentes de identidad 
personal y colectiva. En esto no cabe ver 
manipulación de uno u otro lado, sino 
complementación mutua a la vez y esca-
sa autonomía de ambos. Sin duda, era en 
el campo de la derecha donde la sociedad 
civil era más fuerte que su sistema parti-
dario, en la medida que tenía sus empre-
sas un sistema educacional y mediático 
más ligado a las posiciones de clase que 
al Estado y a los partidos, como ocurría 
en el campo de la centro-izquierda. Pero, 
lo cierto era que los problemas fundamen-
tales pasaban por la política y el sistema 
de partidos,y que lo que ocurría en estos 

era relevante para la sociedad. Lo que no 
quita que hubiera una masa relativamente 
importante de gente, el independentismo, 
que vivían al margen de la política, pero 
que en los momentos necesarios se sen-
tían interpretados por las opciones que se 
tomaban por parte del sistema imbricado 
de partidos y movimientos sociales que 
atravesaba la sociedad.
 
Con los fenómenos mencionados más 
arriba, que afectaron distintamente a los 
países latinoamericanos, esta matriz clá-
sica de relación política y sociedad que 
encontraba en la política, para grandes 
sectores sociales, la vía de acceso a los 
bienes y servicios del Estado, y también 
la fuente de sentido para proyectos en los 
que se enmarcaban otros proyectos indivi-
duales, se fue resquebrajando. En muchas 
partes llegó a su término dejando, como 
hemos dicho, la gran tarea de reconstruir 
las relaciones entre Estado, política y so-
ciedad, que en algunos casos adquirieron 
las formas dramáticas de refundación de 
los Estados nacionales, y en casi todas 
se expresaron en asambleas constituyen-
tes. Estos procesos de reconstrucción en 
grueso siguieron tres líneas principales, 
aunque obviamente se combinaban en 
los diversos casos con predominio de una 
u otra. Por un lado, era desde la política, 
en sus versiones populista-personalizada 
o partidista-institucional, que se recons-
truían las relaciones entre Estado y socie-
dad y se constituían los sujetos sociales y 
políticos. Por otro, era desde la sociedad 
misma en sus versiones de comunidad ét-
nica o de la variedad de la sociedad civil. 
Por último, desde un componente tecno-
crático que combinaba mercado con un 
Estado de políticas públicas focalizadas.

Chile, de acuerdo a su historia, siguió el 
modelo político partidario expresado en 
los gobiernos de la Concertación. Los 
cambios experimentados por la sociedad 
chilena bajo estos gobiernos significaron 
el surgimiento de nuevos paradigmas de 
comportamiento socio-políticos, que per-
mearon diversas capas de la población y 
en algunos casos, sustituyeron el paradig-
ma o sustrato clásico que hemos descrito 
como de imbricación entre lo político-par-
tidario y lo social-cultural. Como hemos di-
cho, en la década del noventa se produce 
un primer cambio en el modo como opera 
este sustrato, que deja de ser el referente 
para todos los ámbitos de la vida social y 
se reduce al ámbito estrictamente político, 
siendo solo ahí el referente principal. En 
los últimos años de la década del 2000, 
incluso en el ámbito político, este para-
digma de acción pierde su vigencia para 
ciertos sectores.
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Los nuevos paradigmas siguen tres rutas 
diferentes, que pueden entremezclarse 
en los diversos actores sociales, los que 
convergieron en las movilizaciones de 
2011. Las dos primeras están vinculadas 
al proceso de descomposición de la clase 
media y su reemplazo por una multiplici-
dad de estratos y grupos de alta movili-
dad —adquirida en gran parte gracias al 
endeudamiento o a la expansión educa-
tiva—, que piensan sus vidas, no a partir 
de estructuras, proyectos e instituciones, 
sino de oportunidades individuales y sus 
capacidades personales. 

Para el primer paradigma que hemos men-
cionado, en el que la sociedad o el país es 
un puro espacio de oportunidades, el se-
llo de los comportamientos colectivos es 
el descontento frente a demandas insatis-
fechas o promesas no cumplidas. No hay 
una crítica al modelo socio-económico y 
político, sino a sus efectos en las perso-
nas individuales. La crítica a la política es 
una solo retórica de ese descontento.
 
Si el primer paradigma encuentra su ra-
zón última en el consumo, el segundo 
tiene como fundamento, a partir de los 
mismos fenómenos sociológicos y de la 

misma base individual, una cierta idea de 
ciudadanía que consiste en la propiedad 
de derechos que cada uno debe defender.
 
Aquí se  cuestiona el modelo socioeconó-
mico y político y se apunta a instituciones 
que garanticen los derechos de todos sin 
discriminaciones ni diferencias groseras, 
pero no se busca la transformación de la 
sociedad sino la exigencia de “mis” dere-
chos y la lucha por ellos, solo o con el que 
quiera acompañarme. Es lo que se ha lla-
mado el empoderamiento ciudadano que 
va acompañado de una fuerte crítica a la 
clase política por inútil, por no escuchar 
a la ciudadanía  o, simplemente,  por co-
rrupta.

El tercer paradigma es el del proyecto 
propio de  los movimientos sociales, que 
sin duda tiene también componentes del 
primero y segundo, pero que apunta a un 
cambio de la sociedad no sólo a partir de 
un descontento o reclamo individual, sino 
de una visión de una sociedad mejor, o al 
menos de una parte de ella cuando el mo-
vimiento es sectorial. Aquí lo que importa 
es la acción colectiva orientada al conjun-
to de la sociedad más que los intereses 
individuales o sectoriales. De algún modo 

este fue el campo privilegiado del para-
digma clásico representado por la imbri-
cación partido-movimiento. Rota esa vin-
culación, el movimiento toma a su cargo 
la propia tarea política. Más que utilizar la 
clase política como en el primer paradig-
ma, o reemplazarla por la gente o el poder 
ciudadano, como en el segundo, trata de 
asumir tareas que ella cumplió  en otra 
época pero que ya no tiene la capacidad 
de hacer y, en algunos casos, de renovar. 
Hay una crítica no a la política o a la clase 
política en sí mismas, como en los otros 
paradigmas, sino a su falta de proyecto y 
de renovación.

Las movilizaciones de 2011 implicaron la 
convergencia en cierto momento de todos 
estos paradigmas que luego siguieron sus 
propias dinámicas. Lo que quedó claro es 
que la fórmula clásica de imbricación en-
tre política partidaria y organización social 
ya no era el principio constitutivo predo-
minante de los actores y sujetos sociales, 
y que quedaba por delante la refundación 
de las relaciones Estado, política y socie-
dad.

Desde la política se ha intentado resolver 
esta cuestión a través de los llamados a 

Sin título, Jorge Dávalos, técnica mixta, 2011.



nuevos referentes, creación de nuevos 
bloques o alianzas, incluso de nuevos 
partidos, especial, aunque no exclusiva-
mente en torno a la vigencia, ampliación 
o término de la Concertación. También  
hay quienes buscan una solución a tra-
vés del mejoramiento de la calidad de la 
política o de la renovación y configuración 
de nuevos liderazgos. Sin dejar de reco-
nocer la importancia y, en algunos casos, 
la imprescindibilidad, de estas cuestiones, 
ellas están muy lejos del meollo del asun-
to y, muchas veces desconocen, más allá 
de las declaraciones, que es la política 
misma la que está en cuestión y que no 
basta con resolver sus problemas internos 
para responder a una crisis muy profunda 
en la constitución de los actores sociales.

Desde el lado de la sociedad parecen ha-
ber básicamente dos posiciones. Por un 
lado, la interpretación de que estamos 
frente a una mera crisis de descontento 
por demandas no satisfechas o de expan-
sión de clases medias, se salta la cuestión 
política y la crítica radical al modelo socio-
económico y político y plantea su expan-
sión y mayor capacidad de inclusión. Por 
otro, desde una perspectiva más cercana 
al movimiento social y con base en la te-
sis errónea de que los actores sociales en 
Chile fueron siempre traicionados o coop-
tados por la esfera político-institucional 
como si no hubiera existido la imbricación 
que hemos mencionado, algunos plan-
tean que lo que cabe es reemplazar la 
clase política por el movimiento social, el 
que por sí mismo debiera dar origen a un 
nuevo actor político.

Si todos estos planteamientos tienen ele-
mentos a considerar, cada uno de ellos, 
por separado, puede agravar la ruptura 
entre lo política y lo social hasta el límite 
del colapso social. Hay que recordar que 
la relación entre ambas dimensiones se 
constituye en torno a una determinada 
problemática histórica y tiene un tiempo 
largo de gestación y maduración. Esta-
mos frente a uno de ellos. ¿De qué proble-
mática se trata? Como hemos indicado, a 
nuestro juicio, las grandes transformacio-
nes que promovió el proyecto democrati-
zador de la Concertación no fueron sufi-
cientes para superar el modelo económico 
social, una de cuyas bases es el modelo 
educacional y el modelo o sistema político  
(constituido en un empate que garantiza la 
mantención del modelo económico-social) 
heredados de la dictadura, por lo que la 
sociedad chilena quedó amarrada a su 
pasado a través de esos dos grilletes. De 
modo que, para pasar de la sociedad post 
pinochetista a la sociedad democrática o 
del bicentenario, se necesita un nuevo su-
jeto —o, lo que es lo mismo, una nueva 
relación entre política u sociedad— que 
ponga como únicas tareas el desamarrar 
las dos ataduras de la sociedad chilena 
con el proyecto de la dictadura.
 
Ya hemos dicho que en Chile frente a las 
diversas problemáticas históricas siempre 
se constituyeron sujetos políticos (alian-
za de centro-izquierda para la industria-
lización, partidos de centro y alianzas de 
izquierda para las reformas y procesos 
revolucionarios de los sesenta, la Concer-
tación  para salir de la dictadura y asegu-

rar la democracia y sus condiciones socia-
les y económicas por nombrar algunos), y 
el rasgo central  era que ese sujeto era bá-
sicamente partidario porque los partidos y 
sus alianzas incorporaban al movimiento 
social. Lo que hoy día ocurre es que, para  
la nueva problemática que se abre y que 
ha sido puesta en evidencia por las movi-
lizaciones sociales, no hay un sujeto polí-
tico constituido y que éste ya no podrá ser 
solo partidario, al menos en su gestación, 
porque los partidos ya no expresan esa 
mayoría social.

En este sentido podemos decir que hay 
dos momentos en la constitución de una 
nueva relación entre política y sociedad y 
que pueden tener actores y formas orga-
nizacionales distintas. El primero consiste 
en responder a la problemática inmedia-
ta de iniciar la refundación del modelo 
socio-económico (el educacional y la dis-
tribución del ingreso principalmente) y 
el modelo político (cambio en el sistema 
electoral pero especialmente nueva cons-
titución). El segundo en organizar una ma-
yoría para generar un nuevo proyecto de 
sociedad. 

En síntesis, no es que, por un lado, no 
haya que hacer re-estructuraciones inter-
nas a los partidos, nuevos partidos o me-
jorar la relación entre ellos, ni tampoco, 
por otro, abandonar las demandas de la 
gente y los proyectos de los movimientos 
sociales, pero todo eso debe ser en fun-
ción de la construcción de un sujeto socio-
político que tenga como principal objetivo 
la superación del modelo heredado a tra-
vés de una nueva institucionalidad (Cons-
titución), y convierta este objetivo en la 
opción mayoritaria de la sociedad chilena.  

Manuel Antonio Garretón
Sociólogo y Politólogo Chileno.

Lo que hoy día ocurre es que, para  la nueva problemática que 
se abre y que ha sido puesta en evidencia por las movilizaciones 
sociales, no hay un sujeto político constituido y que éste ya no 
podrá ser solo partidario, al menos en su gestación, porque los 
partidos ya no expresan esa mayoría social.
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